
 Publicación      

 Soporte      

 Circulación      

 Difusión

 Audiencia

 El País  Negocios, 1

 Prensa Escrita

 164 804

 115 479

 1 013 000

 Fecha

 País

 V. Comunicación

 Tamaño

 V.Publicitario

 04/04/2021

 España

 150 506 EUR (176,984 USD)

 10,30 cm² (1,7%)

 9454 EUR (11 117 USD) 

Legal. Qué 
ocurre con los 
impagos de los 
créditos ICO

PÁG. 17



 Publicación      

 Soporte      

 Circulación      

 Difusión

 Audiencia

 El País  Negocios, 17

 Prensa Escrita

 164 804

 115 479

 1 013 000

 Fecha

 País

 V. Comunicación

 Tamaño

 V.Publicitario

 04/04/2021

 España

 150 506 EUR (176,984 USD)

 506,76 cm² (81,3%)

 53 257 EUR (62 627 USD) 

so de la normativa citada, con las peculiaridades in-
dicadas para el crédito que nace con la ejecución de 
los avales, y que tiene naturaleza pública por ser su 
acreedor el Estado. “Bastantes profesionales”, co-
menta Javier Marquina, socio también de Prada 
Gayoso, “nos veníamos quejando de la situación de 
preferencia de los acreedores públicos”. “La práctica 
demuestra”, continúa este abogado “que es frecuen-
te que las empresas en dificultades, ante una tensión 
de tesorería, dejen de pagar antes a Hacienda que 
al proveedor que le suministra el material. Por eso, 
aproximadamente el 95% las empresas en concurso 
tienen deudas con los acreedores públicos”. El pro-
blema reside en que “los privilegios del crédito pú-
blico hacen muy difícil sacar adelante convenios de 
acreedores o acuerdos de refinanciación con los or-
ganismos públicos, aunque en el despacho lo conse-
guimos en ocasiones”, explica.

El cambio, subraya Salgado, es que, aunque el 
crédito público siempre ha podido participar en 
esos convenios, las Administracio-
nes Públicas no solían apoyarlos. 
Ahora, sin embargo, cabe la posibi-
lidad de que adopten una posición 
más favorable al respecto. En el mis-
mo sentido se pronuncia San Mar-
cos, quien recalca que “la normati-
va tiene mayor incidencia para los 
acuerdos preconcursales, apartán-
dose de la legislación concursal ge-
neral” pues en este caso, “este crédi-
to público computará a efectos del 
total pasivo y sus votos afectarán a 
la quita y a la espera”. 

Esta pérdida puntual de privi-
legios del crédito público por eje-
cución de los avales “puede ser en-
tendida como una declaración de 

intenciones del legis-
lador, que habrá que 
ver si tiene continui-
dad”, afirma Salga-
do. Marquina confía 
en que “se plasme en 
la transposición de la 
Directiva de reestruc-
turaciones y en que la 
Agencia Tributaria y 
la Tesorería General 
de la Seguridad So-
cial adopten posicio-
nes más activas en la 
aceptación de pro-
puestas de convenio 
y acuerdos de homo-
logación”. 

Al margen de la 
exoneración en el 
concurso de perso-
nas físicas, que ope-
ra de manera auto-

mática y no ofrece dudas, San Marcos se muestra 
escéptico sobre el papel de las Administraciones 
en los acuerdos preconcursales y convenios con-
cursales: “Es bueno que estén y es bueno que se 
impliquen, pero esto segundo no lo dice el Decre-
to.”  A lo que Marquina añade que “será interesan-
te comprobar si también hay cambio en el belige-
rante papel de las Administraciones con respecto 
a derivaciones de responsabilidad a los adminis-
tradores de empresas insolventes”.

En todo caso, Manuela Serrano, abogada y socia 
de Ceca Magán, alerta de que “si la refinanciación de 
los ICO no fructifica o se incumple una vez novada, 
cabría plantearse si la solicitud o su refinanciación 
constituyen un agravamiento de la insolvencia”. Y es 
que, afirma, “la moratoria exime del deber de pre-
sentar concursos si la insolvencia es debida a causa 
de la covid-19, pero en este supuesto estaríamos ante 
su agravamiento”. Concluyendo que “resulta peligro-
sa la laguna del legislador al respecto”. 

L
os créditos con aval público del Instituto 
de Crédito Oficial (ICO) han sido una de 
las ayudas a pymes y empresarios más 
relevantes, en número y cuantía, de las 
ofrecidas por el Estado durante la pande-
mia. La prolongación de la crisis ha lleva-

do al Gobierno a adoptar sucesivas medidas respecto 
a ellos. En primer lugar, en noviembre, se permitió 
una primera ampliación de los periodos de carencia 
o vencimiento de estos préstamos ICO. Más recien-
temente, en marzo, el Real Decreto-ley 5/2021 incor-
pora nuevas previsiones, con un doble alcance: por 
una parte, permitir que los ICO puedan ver renego-
ciadas sus condiciones y, por otra, si a pesar de todos 
los esfuerzos estas deudas resultan impagadas a su 
vencimiento, se introduce un régimen singular para 
los créditos derivados de la ejecución de sus avales. 

La peculiaridad ante esa posible insolvencia 
reside en tres novedosas previsiones que pue-
den permitir la agilización de los procedimientos 

concursales en los que se vean 
inmersos. Esos cambios consis-
ten, por un lado, en que estos 
créditos computarán como pa-
sivo financiero en los acuerdos 
preconcursales; por otro, que en 
el concurso pasarán a ser crédi-
tos ordinarios en su totalidad, 
perdiendo la mitad del privile-
gio típico de los créditos públicos 
y, finalmente, que en el caso de 
personas físicas, cabe su exone-
ración. La norma recoge tres tipos 
de medidas para renegociar los 
ICO: la extensión del vencimien-
to de los avales, su conversión en 
préstamos participativos mante-
niendo el aval público, y transfe-
rencias directas que reduzcan la 

deuda. Para hacerlas efectivas, deudores y entidades 
financieras deben alcanzar unos acuerdos de renego-
ciación, cuyos detalles de ejecución están pendientes 
de desarrollo normativo. 

Como indica Ricardo San Marcos, socio de Va-
ciero, por una parte, queda la duda de “qué ocurrirá 
con la normativa del Banco de España sobre moro-
sidad y dotación que tienen que hacer las entidades 
financieras”; por otra, “para ir a un acuerdo de rene-
gociación, se precisa haber solicitado la ampliación 
de plazo aprobada en noviembre, por la que los ICO 
iniciales ya fueron novados”. Desgraciadamente, se-
ñala Félix Salgado, socio de Prada Gayoso, el impa-
go de los ICO a su vencimiento “es algo que va a pa-
sar”. El abogado explica que “aunque estamos en un 
periodo de impasse por la moratoria concursal y los 
diferentes tipos de ayudas disponibles, muchas em-
presas que han recibido créditos ICO no van a poder 
afrontarlos cuando lleguen sus vencimientos”.   

En este momento entrará en juego el último pa-

Sede del 
Instituto de 
Crédito Oicial 
(ICO) en 
Madrid.  
 EDUARDO PARRA 

(EUROPA PRESS) 

CLAVES

Diferentes escenarios

En el preconcurso, los crédi-
tos derivados de la ejecución 
de los avales concedidos por 
el Instituto Oicial de Crédito 
(ICO) podrán quedar afecta-
dos por los acuerdos extra-
judiciales de pagos y compu-
tarán como pasivo inanciero 
en las homologaciones de 
acuerdos de reinancia-

ción. En el concurso, todo 
el crédito se considerará 
ordinario, como excepción a 
la normativa vigente, según 
la cual la mitad del crédito 
de las administraciones 
públicas es privilegiado. 
Además, si el concursado es 
persona física, podrán ser 
exonerados.

Qué pasa si no 
se devuelven 
los créditos con 
aval del ICO
Los expertos creen que la 
eliminación de los privilegios 
de su ejecución depende de la 
voluntad de la Administración

En no-
viembre 
pasado, el 
Gobierno 
permitió 
la primera 
amplia-
ción de los 
periodos 
de venci-
miento

POR NURIA MELER


